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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 8 de octubre de 2025 dos mil 

veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone la iniciativa de adicionar el artículo 25 bis, de la Ley para el 

Gobierno y la Administración de los Municipios del Estado de 

Guanajuato. 

En virtud de lo anterior, se señala lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 23 de 

septiembre de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 35, celebrada el 24 de septiembre del año 2025, se 

dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a 

los Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 37, celebrada 

el 8 de octubre de 2025, se aprobó este documento en los términos que 

más adelante se detallan; en consecuencia se conformó la actual 

opinión jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por la diputada Diputada 

Plásida Calzada Velázquez, del Grupo Parlamentario de Morena, a 

efecto de: 

❖ Adicionar el artículo 25 bis, de la Ley para el Gobierno y la 

Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato. 

 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La iniciativa parte de una intención valiosa, al buscar fortalecer 

la certeza jurídica de los pueblos y comunidades indígenas en su 

relación con las autoridades municipales, mediante la incorporación 

de un artículo 25 Bis a la Ley para el Gobierno y Administración de los 

Municipios del Estado de Guanajuato. Con ello, se pretende reconocer 

expresamente la figura de la autoridad comunitaria —delegado o 

delegada— como representante legal de la comunidad, a fin de 

garantizar que sus decisiones, gestiones y actuaciones cuenten con 

respaldo normativo. La finalidad que se persigue es clara: dotar a las 

comunidades de una vía formal para ejercer acciones legales o 

administrativas sin depender de intermediarios externos, facilitando su 

acceso efectivo a la justicia. 
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El artículo 2º de la Constitución Federal1, en armonía con tratados 

internacionales como el Convenio 169 de la OIT2, los reconoce como 

 

1 La jurisdicción indígena es una consecuencia de la autonomía que la Constitución otorga a las comunidades 

indígenas para resolver sus conflictos internos de acuerdo a su cosmovisión y entendimiento de los derechos y 

cómo deben garantizarse para asegurar que la comunidad permanezca. 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible, basada en la grandeza de sus pueblos y culturas. 

La Nación tiene una composición pluricultural y multiétnica sustentada originalmente en sus pueblos indígenas, 

que son aquellas colectividades con una continuidad histórica de las sociedades precoloniales establecidas en el 

territorio nacional; y que conservan, desarrollan y transmiten sus instituciones sociales, normativas, económicas, 

culturales y políticas, o parte de ellas. 

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes se aplican las 

disposiciones sobre pueblos indígenas.  

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que forman una unidad social, económica y 

cultural, asentadas en un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus sistemas normativos. 

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco constitucional de autonomía 

que asegure la unidad nacional. Para el reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se deben tomar 

en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios 

etnolingüísticos, de asentamiento físico y de autoadscripción. 

Se reconoce a los pueblos y comunidades indígenas como sujetos de derecho público con personalidad jurídica 

y patrimonio propio. 

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre 

determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: 

I. Decidir, conforme a sus sistemas normativos y de acuerdo con esta Constitución, sus formas internas de gobierno, 

de convivencia y de organización social, económica, política y cultural. 

II. Aplicar y desarrollar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, 

sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos 

humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y 

procedimientos de validación por los jueces o tribunales correspondientes. 

La jurisdicción indígena se ejercerá por las autoridades comunitarias de acuerdo con los sistemas normativos de 

los pueblos y comunidades indígenas, dentro del marco del orden jurídico vigente, en los términos de esta 

Constitución y leyes aplicables. 

III. Elegir de acuerdo con sus sistemas normativos a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas 

propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su 

derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y desempeñar los cargos 

públicos y de elección popular para los que hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto 

federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad de México. En ningún caso, sus sistemas 

normativos limitarán los derechos político-electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades 

municipales. 

IV. Preservar, proteger y desarrollar su patrimonio cultural, material e inmaterial, que comprende todos los 

elementos que constituyen su cultura e identidad. Se reconoce la propiedad intelectual colectiva respecto de 

dicho patrimonio, en los términos que dispongan las leyes. 

V. Promover el uso, desarrollo, preservación, estudio y difusión de las lenguas indígenas como un elemento 

constitutivo de la diversidad cultural de la Nación, así como una política lingüística multilingüe que permita su uso 

en los espacios públicos y en los privados que correspondan. 

VI. Participar, en términos del artículo 3o. constitucional, en la construcción de los modelos educativos para 

reconocer la composición pluricultural de la Nación con base en sus culturas, lenguas y métodos de enseñanza y 

aprendizaje. 

VII. Desarrollar, practicar, fortalecer y promover la medicina tradicional, así como la partería para la atención del 

embarazo, parto y puerperio. Se reconoce a las personas que las ejercen, incluidos sus saberes y prácticas de 

salud. 

VIII. Conservar y mejorar el hábitat, y preservar la bioculturalidad y la integridad de sus tierras, incluidos sus lugares 

sagrados declarados por la autoridad competente, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables en 

la materia. 

IX. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad y tenencia de la tierra establecidas en esta 

Constitución y a las leyes de la materia, así como a los derechos adquiridos por terceros o por integrantes de la 

comunidad, al uso y disfrute preferente de los recursos naturales de los lugares que habitan y ocupan las 
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sujetos de derecho público con autonomía y libre determinación. Así lo 

ha reiterado la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al señalar que 

la autoadscripción indígena se basa en la conciencia de identidad y 

que no puede supeditarse a documentos oficiales ni a registros previos, 

 

comunidades, salvo aquellos que corresponden a las áreas estratégicas, en términos de esta Constitución. Para 

estos efectos las comunidades podrán asociarse en términos de ley. 

X. Elegir, en los municipios con población indígena, representantes en los ayuntamientos, de acuerdo con los 

principios de paridad de género y pluriculturalidad conforme a las normas aplicables. Las constituciones y leyes 

de las entidades federativas reconocerán y regularán estos derechos, con el propósito de fortalecer su 

participación y representación política. 

XI. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y 

procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus sistemas 

normativos y especificidades culturales con respeto a los preceptos de esta Constitución. Las personas indígenas 

tienen, en todo tiempo, el derecho a ser asistidas y asesoradas por personas intérpretes, traductoras, defensoras y 

peritas especializadas en derechos indígenas, pluralismo jurídico, perspectiva de género, y diversidad cultural y 

lingüística. 

XII. Ejercer su derecho al desarrollo integral con base en sus formas de organización económica, social y cultural, 

con respeto a la integridad del medio ambiente y recursos naturales en términos de las disposiciones jurídicas 

aplicables. 

XIII. Ser consultados sobre las medidas legislativas o administrativas que se pretendan adoptar, cuando estas 

puedan causar afectaciones o impactos significativos en su vida o entorno, con la finalidad de obtener su 

consentimiento o, en su caso, llegar a un acuerdo sobre tales medidas. 

Las consultas indígenas se realizarán de conformidad con principios y normas que garanticen el respeto y el 

ejercicio efectivo de los derechos sustantivos de los pueblos indígenas reconocidos en esta Constitución. 

Cuando la medida administrativa que se pretenda adoptar beneficie a un particular, el costo de la consulta debe 

ser cubierto por éste. 

La persona física o moral que obtenga un lucro por las medidas administrativas objeto de consulta debe otorgar 

a los pueblos y comunidades indígenas un beneficio justo y equitativo, en los términos que establezcan las leyes 

aplicables.  

Los pueblos y comunidades indígenas son los únicos legitimados para impugnar, por las vías jurisdiccionales 

establecidas, el incumplimiento del derecho reconocido en esta fracción. La ley de la materia regulará los 

términos, condiciones y procedimientos para llevar a cabo la impugnación. 

[…] 
2 En el artículo 1, numeral 1, inciso b), del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes, que refiere que los pueblos “son considerados indígenas por el hecho de descender de 

poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país en la época de la 

conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea su 

situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de 

ellas”. - - - Sobre dicha definición se considera oportuno destacar que el Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos (ACNUDH) recoge el Estudio de Martínez Cobo, en el que refiere la siguiente definición 

de Pueblos Indígenas: [s]on comunidades, pueblos y naciones indígenas los que, teniendo una continuidad 

histórica en las sociedades anteriores a la invasión y precoloniales que se desarrollaron en sus territorios, se 

consideran distintos de otros sectores de las sociedades que ahora prevalecen en esos  territorios o en parte de 

ellos. Constituyen ahora sectores no dominantes de la sociedad y tienen la determinación de preservar, desarrollar 

y transmitir a futuras generaciones sus territorios ancestrales y su identidad étnica como base de su existencia 

continuada como pueblo, de acuerdo con sus propios patrones culturales, sus instituciones sociales y sus sistemas 

legales. Véase: La Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas: Manual para 

las instituciones nacionales de derechos humanos. publicación conjunta de la Oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) y el Foro de Instituciones Nacionales de Derechos 

Humanos de Asia y el Pacífico, de agosto de dos mil trece. 

 



 

6 

 

pues ello sería contrario a la libre determinación de estos pueblos 

(jurisprudencia del Alto Tribunal 1a./J. 57/2022 (11a.)3, de título 

«AUTOADSCRIPCIÓN INDÍGENA. NO ES NECESARIO DEMOSTRARLA A TRAVÉS DE 

DOCUMENTOS OFICIALES O QUE EXISTA UN REGISTRO O RECONOCIMIENTO PREVIO 

DE LAS AUTORIDADES PARA SU IDENTIFICACIÓN». 

Por lo tanto, el valor de la propuesta radica en visibilizar y reforzar 

el acceso de las comunidades indígenas a las instancias estatales; sin 

embargo, es aconsejable precisar que este reconocimiento debe 

entenderse como una vía para eliminar trabas procedimentales, sin 

que implique reducir la naturaleza constitucional. De esta forma, la 

iniciativa alcanzará su propósito de protección y certeza sin correr el 

riesgo de limitar derechos ya consolidados. 

 

IV. INTRODUCCIÓN. 

 

En México, por definición los pueblos y comunidades indígenas 

constituyen un conjunto social pluriétnico y multicultural, son portadores 

de identidades, culturas y cosmovisiones que han desarrollado 

históricamente. De los cuales, cuentan con las siguientes 

características:  

 

3 Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Junio de 2022, Tomo V, página 4016. 

Registro digital: 2024732. 
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• Tener una tradición cultural que sobrevivió a la expansión 

mundial de otras culturas, especialmente de las culturas occidentales 

europeas. Por lo tanto, suelen tener costumbres y formas de 

organización social distintas a las de los Estados modernos. 

• Generalmente constituyen un sector minoritario dentro de 

uno o más Estados, aunque en algunas ocasiones pueden alcanzar 

números considerables, incluso mayoritarios, pero esto no les garantiza 

el control del Estado ni su integración en la sociedad moderna. 

• Sus tradiciones narrativas, religiosas, lingüísticas, 

económicas, políticas y sociales suelen ser marginales dentro de sus 

países, y muchas veces sufren distintas formas de rechazo, 

discriminación o violencia. 

• Sus miembros poseen un mismo origen étnico, ya sea que se 

mantengan fieles a la tradición cultural aborigen o que se integren más 

o menos al Estado moderno.4 

El artículo 2 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos tiene gran relevancia en nuestro ordenamiento jurídico y su 

historia como bastión de la defensa de los derechos de los pueblos 

originarios tuvo dos momentos trascendentales. Por una parte, la 

reforma de 1992 introdujo el reconocimiento del carácter pluricultural 

de la nación mexicana; mientras que, la de 2001 introdujo la noción de 

 

4 ¿Qué son los pueblos indígenas? Concepto. 2025. https://concepto.de/pueblos-indigenas/  

https://concepto.de/pueblos-indigenas/
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autonomía de los pueblos indígenas, por medio del reconocimiento de 

sus sistemas normativos y derechos culturales. En la tercera reforma de 

2024 se enmarca en la idea de introducir mecanismos jurídicos en la 

Constitución, dando mayor jerarquía normativa a los sistemas de 

protección de los derechos de estos pueblos, aunando a las 

comunidades afromexicanas, en tanto que, no siendo pueblos 

originarios, se les reconoce como comunidades que han sido 

tradicionalmente marginadas.5 

 

V. CONTENIDO DE LA INICIATIVA: 

 

La iniciativa materia de análisis propone: adicionar el artículo 25 bis, de 

la Ley para el Gobierno y la Administración de los Municipios del Estado 

de Guanajuato. 

Ley para el Gobierno y Administración de los Municipios del Estado 

de Guanajuato 

Texto vigente: Texto propuesto para adicionar 

un apartado bis al artículo 25: 

Artículo 25. Los ayuntamientos tendrán 

las siguientes atribuciones:  

I. En materia de gobierno y régimen 

interior: 

[…] 

Artículo 25 Bis. La autoridad comunitaria 

propietaria y/o delegado y/o delegada 

de los pueblos y comunidades indígenas 

tendrá las siguientes atribuciones: 

 

5 Reforma Constitucional en materia de Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanos. Leopoldo Cruz 

Balbuena. Tirant Lo Blanch. 2024. https://prime.tirant.com/mx/actualidad-prime/reforma-constitucional-en-

materia-de-pueblos-y-comunidades-indigenas-y-afromexicanos/  

https://prime.tirant.com/mx/actualidad-prime/reforma-constitucional-en-materia-de-pueblos-y-comunidades-indigenas-y-afromexicanos/
https://prime.tirant.com/mx/actualidad-prime/reforma-constitucional-en-materia-de-pueblos-y-comunidades-indigenas-y-afromexicanos/
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II. En materia de obra pública y 

desarrollo urbano: 

[…] 

III. En materia de servicios públicos: 

[…] 

IV. En materia de Hacienda Pública 

Municipal: 

[…] 

V. En materia de participación social, 

desarrollo social, asistencial y 

económico, salud pública, educación 

y cultura, científico y tecnológico: 

[…] 

VI. Las demás que le confieran las leyes 

y reglamentos para el cumplimiento de 

sus atribuciones. 

I. Ser el representante legal de la 

comunidad;  

II. Procurar, defender y promover los 

intereses de la comunidad en los juicios 

en que sea parte.  

III. Proponer a la comunidad reunida en 

asamblea reformas y/o adiciones al 

reglamento que los rige. 

 

VI. COMENTARIOS PARTICULARES 

❖ Adición del artículo 25 Bis de la Ley para el Gobierno y 

Administración de los Municipios 

La propuesta de adicionar un artículo 25 Bis para reconocer a la 

autoridad comunitaria propietaria —delegado o delegada— como 

representante legal de los pueblos y comunidades indígenas es, en 

principio, una intención valiosa. Busca otorgar certeza a las 

comunidades en la gestión de sus asuntos colectivos y reforzar la 

posibilidad de que sus representantes promuevan, defiendan y 

protejan sus intereses ante instancias jurisdiccionales. Con ello, se 
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reconoce de manera explícita la función que, por tradición, ya 

desempeñan dichas autoridades en la vida cotidiana de las 

comunidades. 

Resulta importante advertir que la representación de las 

comunidades indígenas no se agota en un reconocimiento legal 

formal, sino que se vincula estrechamente con sus usos y costumbres. 

Así lo ha sostenido el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito, en el criterio con registro digital 

20201716, al señalar que, cuando exista discrepancia en actas de 

asamblea respecto a quién corresponde la representación, el juzgador 

debe ponderar no solo documentos, sino también elementos como 

constancias de la autoridad comunitaria, pruebas periciales 

 

6 De rubro y texto: COMUNIDADES INDÍGENAS. ASPECTOS A CONSIDERAR POR EL JUZGADOR PARA TENER 

POR ACREDITADA SU REPRESENTACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, CUANDO EXISTA 

DISCREPANCIA EN LAS ACTAS DE ASAMBLEA EN CUANTO A QUIÉN CORRESPONDE. Los pueblos 

indígenas tienen derecho a regirse por sus propias normas consuetudinarias, de conformidad con el 

artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 8 

del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, de la Organización 

Internacional del Trabajo; de ahí que cuando exista un conflicto interno en cuanto a quién 

corresponde la representación de las comunidades indígenas, por existir diversas actas de asamblea 

celebradas bajo sus usos y costumbres, pero que discrepan en cuanto a ese aspecto, el juzgador, 

para tenerla por acreditada en el juicio de amparo indirecto, debe ponderar los elementos que 

permitan, a partir de la existencia de informes y pruebas, tener mayor conocimiento de los usos y 

costumbres de las referidas comunidades, así como de las facultades para convocar a las asambleas, 

en lo relativo a la revocación y nombramiento de las autoridades que los representan; además, es 

válido considerar, entre otros, los elementos citados en la jurisprudencia 1a./J. 59/2013 (10a.), emitida 

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "PERSONAS 

INDÍGENAS. SU PROTECCIÓN ESPECIAL A CARGO DEL ESTADO SURGE A PARTIR DE LA 

AUTOADSCRIPCIÓN DEL SUJETO A UNA COMUNIDAD INDÍGENA O DE LA EVALUACIÓN OFICIOSA DE LA 

AUTORIDAD MINISTERIAL O JUDICIAL ANTE LA SOSPECHA FUNDADA DE QUE EL INCULPADO PERTENECE 

A AQUÉLLA.", los cuales son: 1) constancias de la autoridad comunitaria; 2) prueba pericial 

antropológica; 3) testimonios; 4) criterios etnolingüísticos; y/o 5) cualquier otro medio que permita 

acreditar la pertenencia, arraigo, la identidad y/o asentamiento físico a la comunidad indígena, pues 

ello permitirá tener mayor claridad para valorar correctamente las actas de asamblea y determinar 

a quién corresponde la representación de la comunidad indígena, la calidad de sus integrantes y de 

los miembros del consejo que se hubiera formado a partir del reconocimiento que tuvieran como 

indígenas. 
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antropológicas, testimonios y criterios etnolingüísticos. Este criterio 

muestra que la legitimidad de la representación emana de la dinámica 

interna de las comunidades y no únicamente de la formalidad de un 

acta. 

De ahí que, si bien la intención de la reforma es fortalecer la 

representación comunitaria, sería aconsejable precisar que el artículo 

25 Bis no debe interpretarse en el sentido de exigir a las comunidades 

mayores formalidades de las que sus usos y costumbres establecen. Un 

diseño normativo rígido podría generar el efecto contrario: burocratizar 

su vida interna y restar validez a mecanismos propios de autogobierno. 

La experiencia jurisprudencial ha mostrado que la representación 

indígena se acredita de manera flexible, considerando múltiples 

elementos de prueba. 

 

CONCLUSIONES: 

La iniciativa analizada representa un esfuerzo por fortalecer el 

reconocimiento y la protección de los pueblos y comunidades 

indígenas en el ámbito estatal, al incorporar en la Ley para el Gobierno 

y Administración de los Municipios un artículo 25 Bis que otorga certeza 

jurídica a la figura de la autoridad comunitaria. Esta medida busca 

dotar de respaldo normativo a quienes, conforme a los usos y 

costumbres, representan a la comunidad ante las instancias 

municipales y jurisdiccionales. El propósito de visibilizar su función y 

consolidar su capacidad de gestión constituye un paso positivo hacia 
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la eliminación de obstáculos que históricamente han limitado el 

acceso de las comunidades indígenas a la justicia y a la administración 

pública local. 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido que la auto-adscripción indígena y los sistemas normativos 

propios son suficientes para acreditar su existencia y representación. 

Bajo esa premisa, la iniciativa podrá cumplir con su objetivo de ampliar 

derechos y brindar certeza, sin limitar la autonomía que la Constitución 

y los tratados internacionales ya reconocen a las comunidades 

indígenas. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  


